
   

      
      

          
         

         
           

        
         
        

        
 

        
    

           
      

           
          

        
 

         
        

         
           

        
          

      
         

          

INSTRUCCION NUM. 2/1984 

INSTRUCCION SOBRE LA LEY DE SANEAMIENTO 
Y REGULACIO N DE LAS HACIENDAS LOCALES 

La Ley 24/19R3, de 21 de diciembre . sobre medidas ur
gentes de saneamiento y regulación de las Hacie ndas Loca
les. concede a los Ayuntamientos la posibilidad de imponer 
un recargo en el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas. consisten te en un porcentaje único aplicab le sobre 
la cuota líquida de dicho impuesto. Como consecuencia de 
ta l au torización son muchos los Ayuntamientos que han 
acordado imponer la exacción prevista en la mencionada 
Ley. 

Contra algunos de estos acuerdos municipa les se han 
interpuesto recursos contencioso-administrativos, utilizando 
el procedimiento de la Ley 62/78. de 26 de diciembre. de 
Protección Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales 
de la Persona, unas veces por particulares y otras por Con
cejales de las Corporaciones, en su condición de tales o 
como integrantes de una determinada agrupación o partido 
político. 

Se ha observado que los recurrenles, por regla general. 
esgrimen como fundam enlo de su prolección procesal la 
vu lneración del artícu lo 14 de la ConstilUción Española que 
establece la igualdad de los españoles anle la Ley. por lo 
que inicialmente la tramilación de las reclamaciones consi
gue la cobertura de la Ley de Pro lección Jurisdiccional de 
los Derechos Fundamenlales de la Persona. 

Al amparo de la legislación especia l se viene solicitando 
por los recurrentes la suspensión de la efeclividad del aClo 
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adm inistrativo impugnado. prevista como general en el artícu
lo 7.4 de la Ley 62/1978. salvo que se justifique la existencia 
o posib ilidad de perjuicio grave para el in terés genera l. 

E l Ministerio Fiscal deberá actuar en todos estos proce
dimientos en defensa de la lega l idad, de los derechos de los 
ciudadanos y de l interés publico tutelado por la Ley. Asi
mismo. ve lará por el estricto cumplimiento de los principios 
q ue informan las no rmas procedimentales y de la adecua
ció n a la Ley de todas las ac tuaciones procesa les, cu idando 
de que no se utilicen en forma dist inta a la prevista por el 
legis lador en cada caso concreto lo que pudiera entrañar un 
intento de fraude a la Ley. 

La necesaria u nidad de criterios que debe presidi r la 
actuació n de l Ministerio Fiscal en cuantas actuaciones pro
cedimentales sea llamado a in terveni r nos mueve a dictar 
estas inst rucciones para fijar las pautas de act uaci6 n sobre 
las cues tiones procesa les más im portan tes que se presentan 
en los proced imientos in iciados con ocasión de las impugna
ciones de la exacción mu nicipal cuestionada. 

Los criterios unitarios afecta n a dos cuestiones que se 
plantean en e l curso del procedimiento especial ut ilizado 
por los recurre ntes: a) Vulne ración de l princip io de igual
dad ante la Ley. b) Suspensión de la efectividad de los 
acuerdos. 

a) Vulneración del principio de igualdad ante la Ley 

E l principio de igualdad ha de cumpli rse y entenderse 
en sus propios límites. La igualdad que proclama el artícu
lo 14 de la Constitución lo es ante la Ley -que es la 
misma. la de 21 de diciembre de 1983---. lo que no quiere 
decir equiparación , porq ue el legislador ha de proveer de 
nonnas di ferentes para situaciones desiguales. Lo que 
prohíbe el artículo 14 de la Const itución es que se den 
fó rmulas de privi legio o di ferenciadoras an te situaciones 
iguales, y así ha sido in te~re tado por el Tribunal Conslitu-
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clonal (Sentencias de 2 de julio de 1981. 10 de ju lio de 
1981. 12 de noviembre de 1981 y 21 de julio de 1983: Autos 
de 23 de febrero y 15 de junio de 1983). La invocación de l 
principi.o de igualdad no puede hacerse de forma generali
zada sin analizar los puntos de referencia y de las situacio
nes rdefidas. y por ello e l afirmar que los vecinos de un 
Ayun tamienro no son iguales que los de otros municipios 
por razón del acuerdo que se pretende impugnar. equiva le 
a ignorar los facto res o variables que definen la igua ldad en 
cuan to cond ición de las personas. 

Todos los vec inos de un municipio son iguales ante el 
acuerdo y no pueden serlo con los de otro municipio. por
que ni reciben los beneficios derivados del recargo del im
puesto . ni a los de otro municipio alcanza el poder nomla
tivo del Ayu ntamiento que dictó el acuerdo. ni las necesida
des a las que se trata de subveni r son coincidentes. 

E l procedimiento elegido no se co rresponde con el ob
jeto sobre el que versa el recurso. El principio de igualdad 
(a rt . 14 de la Constitución Española) no está directamente 
afectado por el acuerdo que se pretenda impugnar; en prin
cipio. todos los vecinos del municipio y en los mismos té r
minos (art. 11 , núms. 1 y 2, Ley de 21 de diciembre de 
1983). habrán de sa tisfacer las can tidades que dete rmine la 
exacción correspondiente. 

La dive rsidad del ba re mo impositivo. según los diferen
tes mu nicipios. viene just ificada y hasta ex igida por la natu
raleza y fines del tributo impugnado y por los principios que 
info rman la Ley que autoriza el recargo. cuya Exposición 
de motivos expone con claridad que las medidas de sanea
miento y regu lación que establece. junto con las que se 
incluye n en la Ley de Presupuestos del Estado para 1983 . 
constituye n el vehículo de la transición de un modelo finan
ciero cent ralista a otro de financiación múlt iple descentra li
zada . que ex ige nuestra Const itución. 

Los acuerdos municipales no son si no una decisión 
adoptada dentro del ámbito defin ido por una Ley - la de 
2] de diciembre de 1983-- que no puede ser impugnada . ni 
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suspendida su efectiva aplicación utilizando vías procesa les 
no previstas por el legislado r o que sean inadecuadas dada 
la índole material del obje to de l recurso. 

Desde otro punto de vista los acuerdos que se pre tende 
impugnar se inscriben en el ma rcO de la necesa ri a autono
mía municipal (Constitución. arto 140) y en la provisión de 
fuentes para sus Haciendas (Const itución, art o 142). que 
tienen su desarrollo concreto en materia de exacciones y 
tributos en la Ley de 28 de octubre de 1981. 40/81. que 
aprueba detemlinadas medidas sobre régimen jurídico de 
las Corporaciones locales (a rt. 3.2.h; arts. 18 ss . y,ul. 26) y 
más específicamente en la Ley de 21 de diciembre de 1983. 
de medidas urgentes de saneamiento y regulación de las 
Haciendas Locales. 

Por tanto, cualquier impugnac ión sobre la materia de 
imposición y ordenación de tributos propios de las Corpora
ciones Loca les tiene su regulación peculiar en las disposicio
nes mencionadas. y más concretamente en el artículo 26 de 
la Ley de 28 de octubre de 1981. núm. 40/81-

El Ministerio Fiscal deberá opone rse a la ad misión del 
recurso cuando se base en la reclamación de un derecho 
fundamental. sol icitando de la Sala que remita a la parle 
recurrente al procedimiento adecuado. 

b) Suspensión de la efectividad de los acuerdos 

La naturaleza y fines del incidente de suspensión de la 
ejecución de l acto O de la efect ividad de los acuerdos en la 
Ley Reguladora de Jurisdicción Contencioso-Administra
tiva es la misma que en el procedimiento especial de protec
ción jurisd iccional de los derechos fundamentales de la per
sona, pe ro los principios reguladores de su apli cación y su 
contenido son diferentes . El artículo 7.2. 3. 4 Y 5 de la Lcy 
62/78 prevé la suspensión, en todo caso, cuando se trate de 
sanciones de o rden público, y la condiciona en los demás 
supuestos a que nO se produzca un perjuicio grave para el 
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interés general sin necesidad de afianzamiento de los perjui
cios que pudieran derivarse. mientras en el procedimiento 
de la Ley Reguladora de la Jurisdicción se podrá ex igi r 
caución para salvaguardar el daño a los intereses públicos o 
de terceros. 

La mayor efectividad del mecanismo de la suspensión en 
el marco de la Ley de Protección Jurisdiccional está justifi
cada por la naturaleza de los derechos en lit igio - derechos 
fun damentales y libertades públicas- mientras en los reCllf

so~ o rdi narios de ámbito jurisdiccional se ventilan cuestio
nes o intereses no relacionados de manera directa con dere
chos fundamentales de la persona. 

No cabe. por tanto. sostener la existencia de un inc i
dente de suspensión de carácter autónomo que viva des li
gado de los principios in fo rmadores de la regulación. conte
nido y ámbito de l proceso para el que está' previsto. 

Si se afimlase y mantuv iese la autonomía del inciden te 
de suspensión. a unque la vía procesal no sea la adecuada. 
se produci rán derivaciones procesa les impropias de la ac
ción que se ejerc it a y se abre un camino para propósi tos 
que la Ley no a n~para. De aquí que antes de reso lver sobre 
la suspensión de l acto haya de decid irse sobre la adecuación 
de l proceso especial de la Ley 62/78, definido por la limita
ción de su objeto posible que se mueve en el mu ndo de lo 
rea l y no e n la in teresada voluntad de la parte. según cite o 
no un precepto constitucional supuestamente infringido. Al 
tratarse de una cuestión de orden público. la resolución no 
req uiere instancia ni momento preclusivo. 

En la va loración de los in tereses e n juego. debe tenerse 
en cuenta que la Ley 24/84. al establecer el recargo munici
pal esg rime como argumentos determinantes de su conte
nido la crónica situación deficita ria de las Corporaciones 
Loca les. la necesidad de obtener recursos necesarios para 
financiar los défici ts de los servicios y la necesidad de obte
ner mayores ingresos por las Corporaciones Locales para 
desempeña r las funciones que la Ley le atribuye . 
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En este contexto de recargos tiene una fina lidad y des
tino genérico cuando se impongan en virtud de la cláusula 
genera l de l artícu lo 8. 1 de la Ley de 24 de di ciembre de 
1983 o la más específicamente prevista por el articu lo 6.0 
para financiar el servicio de transporte colectivo urbano e 
in terurbano tanto de superficie como subterráneo. 

Si se suspende la percepción del impuesto se causa un 
grave perjuicio que afecta a se rvicios de interés público 
innegable. 

Ante la falta de ingresos en las Haciendas Locales los 
A yuntamientos se verán obl igados a buscar fuen tes de fi
nanciación cred iticia - con importantes intereses- que 
ag ravan el déficit de sus presupuestos con perjuicio pa ra el 
funcionamiento de los servicios y de la situación general de 
las Corporaciones. 

Por último. conviene señalar que algunas Salas vienen 
utilizando el trámite previo del artículo 62 de la Ley Regu
ladora de la Juri sd icción Contencioso-Administrat iva para 
decid ir sobre la admisión de los recursos interpuestos al 
amparo de la Ley 62/78. de 26 de diciembre. de Protección 
Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales de la Per
sona , cuando estiman que debe plantearse como cuest ión 
previa si los actos recurridos vulneran algú n derecho o li
bertad fundamental de los que se mencionan en el artícu
lo 53.2 de la Constitución que justifique la procedencia del 
amparo jurisdiccional. 

Por todo lo ante rior , el FiSca l al intervenir en este tipo 
de recursos deberá observar las siguientes instrucciones: 

1.0 En el caso en que se uti lice el trámite previo se 
opondrá a la admisión de l escrito de interposición del re
curso cuando el procedim ienro elegido sea el de la Ley de 
Protección Jurisdiccional " de los Derechos Fundamenta les 
de la Persona. 

2,° Se opondrá en todo caso a la suspensión del 
acuerdo impugnado alegando que existe perju icio gnlVc 
para el inte rés general (art. 7.4. Ley 62/78). 
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3.° En el caso de que la Sala tramilase el recurso por 
los cauces de la Protección Jurisdiccional. e l Ministe rio Fis
caL a l fom1Ular las alegaciones previstas en el artículo 8.4 
de la Ley 62/78. solicitará la ¡nadmisibi lidad del recurso por 
no estimarse vulnerado el arlículo 14 de la Conslirució n 
Española esgrimido como base y fundamento de la reclama
ción deducida. 

Madrid . 15 de junio de 1984. 

EL FISCAL GENERAL DEL ESTADO 

Excmos. e limos. Sres. Fiscales Jefes de las Audiencias 
Territoriales y Provinciales. 


